Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:07). 


—Damos comienzo a la reunión del día de hoy con la consideración del primer punto del 
Orden del Día: «Designar Vicepresidente (artículo 151 del Reglamento del Cuerpo)». 


Consulto si el Partido Nacional ya tiene una propuesta, habida cuenta de que quien había 
sido designado Vicepresidente era el entonces señor Senador Botana y con su renuncia al Senado ese 
cargo está vacante. 


SEÑOR GARCÍA.- Propongo al señor Senador Besozzi como vicepresidente. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El señor Senador lo sabe? 
SEÑOR GARCÍA.- No tengo la respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta formulada en el sentido de designar al señor 
Senador Besozzi como vicepresidente de la Comisión. 


(Se vota). 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GARCÍA.- El suplente del señor Botana en la Cámara de Senadores es el señor Senador 
Camy. En la lista, el señor Senador Besozzi es el suplente del señor Moreira. A no ser que hayan 
cambiado para esta Comisión específica. 


SEÑOR BORDABERRY.- El señor Senador Camy está en la Comisión de Constitución y Legislación. 
SEÑOR GARCÍA.- De modo que aquí va a venir el señor Senador Besozzi. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde hacer pasar a la delegación invitada para el día de hoy. 


(Ingresan a sala el representante del Ministerio del Interior y el de las Mesas Locales para la 
convivencia y seguridad ciudadana). 


—Es un gusto recibir en el día de hoy —aprovechamos para agradecer que hayan aceptado la 
invitación— al sociólogo Gustavo Leal, Director de Convivencia y Seguridad Pública del Ministerio del 
Interior, y al señor Gerardo Leyes, integrante del Programa de Mesas Locales de Convivencia, habida 
cuenta de que nos interesa empezar a mantener intercambios vinculados a este tema, que va más allá 
de la seguridad y tiene mucho que ver con la convivencia y con las medidas a ese respecto que se 
están estudiando en este ámbito al que han sido invitados. 


Sin más trámite les damos la palabra. 


SEÑOR LEAL.- En primer lugar, agradezco la invitación y saludo la existencia de este ámbito en el 
Parlamento, particularmente en el Senado, porque abordar en profundidad aspectos que tienen que ver 
con la convivencia y la seguridad públicas es un avance importante para el debate de las ideas y la 
mejora de políticas y de leyes en el país. 


En segundo lugar, el tema que vamos a presentar en el día de hoy tiene relación con el área 
de convivencia y seguridad pública del Ministerio del Interior. Esta fue una de las áreas que abordó, 
durante el 2010, parte del acuerdo multipartidario. En este punto hubo consenso entre todos los 
partidos políticos sobre la necesidad de avanzar en este sentido, lo que me parece que es un punto de 
apoyo relevante e importante. En esta presentación queremos dar cuenta de la dinámica general de 
trabajo que está llevando adelante el Ministerio del Interior. 


En la imagen que tenemos en pantalla aparece el encuadre general: la Dirección de 
Convivencia y Seguridad del Ministerio del Interior tiene bajo su responsabilidad la implementación de 
las mesas locales de convivencia, creadas en 2006, que conforman un espacio muy relevante de 
participación y de vínculo entre la comunidad, el Ministerio y la Policía Nacional. En este espacio se 
coordinan puntos de vista comunes, acuerdos específicos sobre pautas de trabajo y se realiza una 
evaluación más sistemática por parte de la población. 


A partir de julio de este año, para favorecer la coordinación dentro del propio Ministerio, 
además de las mesas locales se incluyó en el área la coordinación del plan «Siete zonas», el 
monitoreo sobre el uso indebido del espacio público en Montevideo, en particular, y en el área 
metropolitana en general, y el vínculo con el sistema educativo. 


Vamos a hacer una presentación de cada uno de estos asuntos y quedaremos abiertos a las 
preguntas de los señores Senadores. 


En primer lugar, el programa de las mesas locales fue creado en 2006 y tiene como punto de 
referencia anterior las experiencias del programa de seguridad ciudadana implementado en 
administraciones anteriores. A partir de esa iniciativa primigenia se le da forma a este ámbito 
institucional de escucha y participación de los ciudadanos. 


Al primer semestre de 2015 —aclaro que estos son datos cerrados hace dos o tres días— han 
funcionado 180 mesas locales en todo el país: 46 de ellas en Montevideo y 134 en el interior. En el total 
de las mesas, Montevideo representa un 26 % mientras que el interior abarca un 74 %. En el caso de 
Montevideo, tenemos un promedio de seis mesas por cada Municipio. En el interior hay un mayor 
número porque muchas veces determinadas localidades o pequeñas ciudades tienen su propio ámbito, 
mientras que en Montevideo hay una mayor agrupación poblacional. 


Como es sabido, luego de la reestructura llevada adelante, Montevideo quedó dividido por 
parte de la Jefatura de Policía en cuatro zonas operacionales. Se trata de cuatro zonas operacionales 
territoriales más una quinta zona, que es operativa, pero no territorial. 


En el caso del interior del país, la distribución es la que se puede apreciar en la imagen. 


En total, tenemos una cantidad importante de reuniones anuales. En este caso, hay tres 
departamentos en los que todavía no ha habido reuniones específicas en lo que va del año, lo que no 
quiere decir que no las vaya a haber o que no las haya habido antes. Como dije, estos datos 
corresponden al primer semestre de 2015. 


Estas mesas locales surgieron como proyecto estratégico del Ministerio del Interior para dotar 
a la secretaría de Estado de un ámbito institucional de escucha, de reflexión y de coordinación con los 
vecinos, con organizaciones locales, con la sociedad civil en su conjunto y con el entramado 
institucional. 


Se ha previsto que en el período 2015-2020 tengamos una especial concentración de trabajo 
en el área metropolitana, en el entendido de que es allí donde se concentra más del 90 % de los delitos 
de hurto y rapiña y donde se ha asumido el compromiso especial de trabajar para abordar un descenso 
de los indicadores. Podría decirse que todo el Ministerio del Interior se ha alineado en la concentración 
de esfuerzos en el área metropolitana sin que ello implique un desmedro del trabajo en el resto del 
país. 


Como se puede apreciar, el desarrollo en particular de las mesas locales tiene, a nivel de 
pequeñas localidades y también en áreas rurales de algunos departamentos, un desarrollo muy 
importante. 


La orientación y el enfoque que se ha dado a estas mesas -y que a partir de este año 
implementaremos fuertemente— tiene que ver, en primer lugar, con un abordaje que combina una 
estrategia de represión del delito basada en la evidencia y en la información y, en segundo término, con 
una estrategia de prevención situacional del delito en espacios públicos urbanos. En fin, trabajaremos 
en las mesas locales, en particular, con una metodología que implique un abordaje múltiple de estas 
dos dimensiones a partir de algunos elementos que presentaremos y que seguramente ya conocen. 


La estrategia de represión del delito basada en la evidencia y en la información tiene como 
primer insumo el uso sistemático del modelo de información geográfica del Ministerio del Interior, en 
particular el sistema de gestión de seguridad pública. Este permite que en una zona determinada 

—hemos tomado como ejemplo La Unión— se pueda proceder a la identificación, en cierto 
momento y en determinado período, de la concentración de delitos tales como la rapiña. A partir de 
esos puntos, ese sistema de información geográfica permite mapear con bastante profundidad todos 
los delitos que son denunciados en el país y va agrupando en determinada área la cantidad de delitos, 
lo que nos va dando un perfil de la zona. Esto es de sumo interés en el momento de realizar un 
intercambio con los vecinos para poder implementar y desarrollar un plan de respuesta. 


Por otro lado, a ese sistema de información se le cruza el que está utilizando el Ministerio del 
Interior, el Predpol, un software que a través del procesamiento de información y la definición de un 
algoritmo identifica áreas de posible ocurrencia de delitos, en determinados momentos y a partir del 
cruce sistemático de la información precedente, en este caso, de los últimos cinco años. Eso va 
planteando, en cada momento del día, para cada día y de acuerdo con los turnos de la jefatura, los 
lugares en que hay que concentrar el patrullaje y el trabajo policial. Esto permite ir definiendo zonas 
como las que se ven en la diapositiva, que son puntos calientes, como resultado de la información del 
sistema, elemento importante en el trabajo con las mesas. Como dije anteriormente, nosotros 
trabajamos con un instrumento, que es la estrategia basada en la evidencia y la información, pero 
muchas veces hay demandas sociales de problemas en determinados puntos por parte de vecinos y 
nosotros procesamos el conjunto de información sistemática que tiene el Estado en ese territorio, 
contrastando los planteos y preocupaciones de los vecinos con la realidad empírica que marca cuáles 
son las zonas donde hay mayor concentración de delitos. 


Es importante tener una visión general de la preocupación de cada una de las partes 
involucradas en una demanda, pero también es bueno poder ponderar esa preocupación con datos 
estadísticos firmes porque, en general, cuando el miedo se instala en la sociedad, la gente quiere tener 
al policía cada vez más cerca, ya que siente que su problema es el mayor de toda la sociedad. A 
veces, compartir esta información con las organizaciones sociales, con los vecinos y con la gente que 
participa, ayuda mucho a tener una comprensión global del fenómeno y explicitar estrategias de 
patrullaje y de respuesta policial en esos lugares. 


Aquí se puede ver un mapa del territorio que abarca la Seccional 15 y allí se han definido dos 
puntos calientes; uno está en la zona de la Unión, donde hipotéticamente podría haber una demanda 
de los vecinos para tener un espacio de consulta con la policía y con el Ministerio del Interior para 
dialogar sobre temas de seguridad, y el otro punto caliente estaría determinado a partir de los sistemas 
de información que se tienen. 


A su vez, el uso sistemático de información y de los sistemas de georreferenciación, es decir, 
del Sistema de Gestión de Seguridad Pública, el Predpol y otros instrumentos que se están 
desarrollando en el propio Ministerio del Interior, orientan la lógica del patrullaje, trabajando en la 
localización de la fuerza policial que se despliega en función de esta información. Además de esta 
estrategia del uso sistemático de información, el equipo técnico que trabaja en las mesas locales 
aborda también —y en este período será uno de los pilares del trabajo— lo que hemos definido como la 
estrategia de prevención situacional del delito en espacios públicos urbanos. Los señores Senadores 
saben que la prevención situacional es un elemento que no es nuevo en el mundo ni en el país y ha 
sido utilizada con bastante éxito para prevenir, sobre todo, el crimen en el espacio público. Nosotros 


consideramos que la dimensión del espacio público es una dimensión central en la política de 
seguridad y el abordaje de la situación en el espacio público y en el territorio es uno de los pilares de la 
gestión que se está llevando adelante. En particular, nosotros pensamos que el abordaje y la visión de 
la prevención situacional nos va a permitir, desde las mesas, tratar de identificar un conjunto de 
ámbitos en el espacio público que, de alguna manera, también favorecen la ocurrencia de 
determinados delitos. Quiere decir que, por un lado, tenemos los datos estadísticos y la información 
sistemática de dónde ocurren esos delitos, o sea que tenemos la identificación de esos puntos 
calientes; tenemos la demanda de la población que muchas veces señala lugares donde existen 
dificultades o hay problemas específicos de seguridad. Y a partir de esta metodología, nosotros 
desarrollamos un mecanismo de diagnóstico que nos permite identificar la situación que existe, 
concretamente, en el espacio público y que, de alguna manera, genera condiciones favorables para la 
mayor ocurrencia de delitos. 


Por lo tanto, estas dos herramientas, es decir, el uso sistemático de la información y esta 
metodología de identificación y de diagnóstico de la prevención situacional del delito, sobre todo, en el 
espacio público, son los dos instrumentos que utilizan —y van a comenzar a utilizar, en particular, en el 
área metropolitana con mayor fuerza durante este próximo tiempo-— las mesas locales para definir los 
planes de trabajo y de acción que implementan. La prevención situacional en términos de definición 
conceptual es un enfoque orientado, justamente, a disminuir la oportunidad de delito y reducir, en 
particular, la percepción de inseguridad que hay en la población en determinados ámbitos urbanos, a 
través de un conjunto de estrategias que logran modificar, en primer lugar, ciertos factores y 
condiciones de riesgo físico y espacial, mediante un conjunto de políticas que implican la protección del 
blanco o el diseño de un entorno urbano diferente creando, justamente, condiciones para el uso público 
del espacio, de mayor calidad, con mayor capacidad de integración, más seguro y que puedan incluir la 
mayor diversidad de funciones y de usuarios. Ahora vamos a ver cómo estos dos pilares conceptuales, 
el uso de la información sistemática y la prevención situacional, aterrizan en el trabajo práctico del 
abordaje que se hace en las mesas de convivencia. En primer lugar, este pilar permite reducir, con 
medidas concretas, el conjunto de oportunidades que los delincuentes tienen para cometer delitos, 
incrementando el esfuerzo y la percepción de riesgo para el potencial infractor. En segundo término, se 
busca que haya una reducción de la percepción de inseguridad de la población en determinados 
espacios urbanos, favoreciendo transformaciones urbanas en esos lugares y, por otro lado, se busca 
facilitar el control social de la comunidad sobre esos espacios comunes. En rigor, nosotros desde la 
lógica de la prevención situacional apuntamos básicamente a impactar sobre tres leyes o núcleos 
conceptuales: el menor esfuerzo, el menor riesgo y el mayor beneficio en el menor plazo. Hay que 
hacer que para el posible delincuente su proyecto sea más difícil; por eso se plantea como contracara 
el tema del menor esfuerzo. También hay que hacer que ese delito sea muy arriesgado; por lo tanto, 
hay que apuntar a tener espacios públicos con la menor oportunidad de riesgo. Y, en tercer lugar, hay 
que procurar que la ocurrencia de un delito en determinado espacio público sea poco rentable, lo que 
se logra si hay muchas opciones, por los sistemas de control de que se dispone, de que las personas 
sean capturadas. 


Algo de esto ha sucedido en determinados lugares donde hemos implementado un conjunto 
de instrumentos de prevención situacional. Uno de ellos es el uso de las cámaras, y el caso de la 
Ciudad Vieja es el más claro. La idea es que cometer un crimen sea más difícil, más arriesgado y poco 
rentable, y si uno actúa sobre el espacio público, esa trilogía se convierte en una realidad. 


Desde el punto de vista conceptual, en base a estos dos enfoques, implementamos una 
estrategia de prevención situacional del delito orientada, en cada uno de los lugares, al ambiente y a la 
orientación del blanco. Después podemos explicar con mayor precisión, si se entiende necesario, cómo 
se define esta programación. 


Vamos a procurar que el trabajo de las mesas locales esté fuertemente orientado a la 
solución de conflictos, a través de una metodología de cumplimiento de metas y de resultados que va a 
estar basada en cinco etapas: la identificación precisa del territorio y de las organizaciones; un modelo 
de diagnóstico compartido entre los mandos policiales y la propia comunidad, en los lugares que se 
definan; la elaboración de un plan de acción específico; la ejecución de ese plan, y la evaluación y el 
monitoreo. La idea es tratar de que las mesas locales, que son un ámbito de escucha, de intercambio y 
de diálogo con la sociedad, tengan plazos de funcionamiento basados en un plan. Hay un conjunto de 
mesas locales que tienen un funcionamiento sistemático desde hace mucho tiempo y queremos 


orientarlo a la resolución de conflictos y de problemas específicos, en particular en base a las metas 
que el Ministerio del Interior se ha planteado, como la reducción de los delitos contra la propiedad. Por 
lo tanto, se apunta a trabajar con una metodología de abordaje de la resolución de esos problemas, 
con determinado tiempo en cada una de las mesas que permita identificarlos, llevar adelante una 
respuesta y poder tener, en un período de cuatro a seis meses, resultados que puedan ser tangibles y 
evaluables. De esa manera, aspiramos a ir teniendo una labor sistemática de planificación en base a 
resultados para cada una de las mesas, en particular en el área metropolitana. 


En cuanto al diagnóstico y las fases de trabajo en esas mesas, les podemos dejar toda la 
documentación. Esto es parte de un proceso de planificación que apunta, por un lado, a captar la 
información de los sistemas de información geográfica y de la policía nacional, tanto de la jefatura 
como de otras direcciones nacionales, desde la propia Dirección Nacional de Inteligencia hasta otros 
servicios del propio Ministerio del Interior. De alguna forma se contrasta esa información con la 
percepción que tienen los propios vecinos. Se identifican líderes comunitarios y también personas y 
organizaciones claves en la comunidad. Se valora y se pondera la capacidad de voz que tiene esa 
comunidad con la ocurrencia de delitos en la zona, y se compara esa zona con otras de la ciudad. A 
partir de allí se generan un conjunto de respuestas y planes de acción específicos. En la identificación 
de problemas de seguridad, por ejemplo, se cruza información con otros servicios del Estado. 


En la imagen que estamos viendo está mapeado el alumbrado público en la zona de La 
Unión, que fue la que elegimos para hacer este ejercicio. Allí realizamos un mapeo del estado de 
situación de cada uno de los puntos de luz en el territorio y las características de ese punto de 
iluminación. 


Anivel de todo el departamento, tenemos sistemas y capas de información que tienen que ver 
con el estado del espacio público, de las veredas, de los parques, del mobiliario urbano y también de 
situaciones de vandalismo que ha habido en zonas aledañas. Esto nos permite identificar, además de 
la información en el eje 1 —al que me referí anteriormente, que era el sistema de información—, un 
conjunto de elementos que son claves para el diagnóstico de la prevención situacional y para 
implementar un conjunto de medidas que tengan que ver con el abordaje del espacio público como un 
ámbito clave para la transformación de ese escenario en el desarrollo de actividades delictivas. 


Es de hacer notar que la baja de los delitos está muy estudiada en el mundo; hay varios 
asesores internacionales que han trabajado con el Ministerio del Interior en los últimos tiempos. Ellos 
trajeron la experiencia de Estados Unidos, de Inglaterra y de otros países europeos donde se ha 
demostrado que intervenciones integrales en seguridad implican tener capacidad de respuesta policial, 
pero también tener una mirada mucho más amplia del fenómeno de la convivencia en el espacio 
público. 


Por lo tanto, es obvio que en esta línea de trabajo organismos públicos como las intendencias 
u otros Ministerios tienen un papel relevante en el abordaje de situaciones de seguridad en el espacio 
público. 


A partir de esa información se definen, con el conjunto de actores, los modelos de 
intervención, se seleccionan las estrategias, se definen las actividades y los perímetros donde se 
concentra el patrullaje a través de los mecanismos de información que mostré, y también se define un 
conjunto de resultados y se sistematizan. El objetivo es que cada mesa tenga, a su vez, reportes de 
evolución de las acciones que se toman en cada territorio. 


Si hacemos un balance del conjunto de acciones que hay, por ejemplo, del total de las mesas 
locales de convivencia que existen en el país, vemos que es un volumen bastante importante. Estas 
mesas tienen realidades diferentes por ser del interior del país o de la capital. Algunas tienen reuniones 
de carácter mensual desde hace ya bastante tiempo. Sin embargo, hay otras que se realizan 
bimestralmente. En la mayor parte de las mesas participa siempre el señor comisario y, muchas veces, 
los jefes de zona. A veces hay mesas que tienen una dinámica propia de funcionamiento y, entonces, a 
partir de la reunión inicial que hacen por algún tema de seguridad, abordan otras áreas que tienen que 
ver con temas más sociales. En esos casos, la presencia del Ministerio del Interior da paso a la de 


otros organismos, tales como el Ministerio de Desarrollo Social, los Municipios o las Intendencias que, 
en el interior del país, tienen un peso articulador importante y relevante. 


En consecuencia, como uno de los pilares del componente de convivencia y seguridad del 
Ministerio, las mesas locales están orientadas —y lo seguirán estando en este período- a acompañar 
esos desafíos que el Ministerio del Interior tiene en relación al comportamiento delictivo en todo el país 
y, en particular, en el área metropolitana, porque ahí se concentra la mayor parte de los delitos. El 
enfoque sería entonces el que acabo de resumir, en base a estos dos pilares: el de la información y el 
del abordaje de la prevención situacional, tratando desde esa lógica de tener en el espacio público un 
foco central y consistente para el diseño de herramientas y la puesta en marcha de acciones que dan 
cuenta de fenómenos de seguridad y que impactan también en otros ámbitos. 


Otro de los pilares que se desarrollan en el programa tiene que ver con intervenciones en 
algunos barrios críticos de Montevideo y de Canelones, conocidas como el programa Siete Zonas, de 
carácter piloto, que abordó desde el punto de vista conceptual la transformación del espacio público en 
base a estos pilares conceptuales que he mencionado. Más adelante veremos algunos de los 
resultados obtenidos. 


En esa misma lógica del abordaje del espacio público se encuentra la tercera línea de trabajo, 
que también presentaremos someramente, que tiene que ver con el uso indebido del espacio público y 
todos los aspectos relacionados con la implementación de la ley de faltas, en particular con las faltas 
que tienen que ver con el vandalismo y la ocupación del espacio público. Estas condiciones se generan 
a partir de problemas en el uso indebido del espacio público que después impactan negativamente en 
indicadores de seguridad en las ciudades. 


El último pilar es el abordaje específico que hay en los centros educativos, ya que 
entendemos que representan un lugar central para el desarrollo de lo que es la actividad cotidiana en la 
ciudad. Probablemente los centros educativos son los lugares públicos de mayor afluencia diaria de 
personas en las ciudades. Por lo tanto, dicho entorno y la seguridad que haya allí son parte de la 
estrategia global y es a donde apunta esta mirada de convivencia y seguridad en los espacios públicos. 
El programa Siete Zonas se inició en el 2013 y ahora, justamente, a partir de los resultados, se está 
discutiendo la posibilidad de ampliar la intervención de este plan a otras zonas del área metropolitana. 
En su enfoque conceptual —por eso nos parecía relevante que se conociera de primera mano, sobre 
todo en una Comisión que aborda los temas de convivencia y de seguridad— se encuentran algunos de 
los pilares que describí en relación al abordaje que se hace en las mesas. En este caso en particular se 
propuso en este programa abordar o mejorar la convivencia en el área metropolitana, tratando de 
diseñar un conjunto potente de intervenciones que fueran sociales, urbanas y de seguridad, en una 
estrategia integrada, partiendo de la base de que los territorios y ciertos enclaves territoriales en el área 
metropolitana, fruto de la fractura social de la ciudad, son lugares que reproducen también factores de 
desigualdad y de exclusión. Por lo tanto, intervenir en el factor territorial es relevante para la 
comprensión de los fenómenos de seguridad en forma integral. Muchas veces se ha concebido al 
territorio como el lugar donde las políticas sectoriales, de alguna manera, se implementan, y no se lo 
toma como un factor clave en sí mismo, que produce y reproduce sentido y que genera enclaves, 
muchas veces de guetos, que tienen sus puertas de entrada y sus barreras de acceso; la dinámica 
cultural que se va implementando en esos ámbitos después favorece el endurecimiento de procesos de 
exclusión persistentes. 


La Estrategia por la Vida y la Convivencia es un documento que nosotros consideramos clave 
porque, de alguna manera, sintetiza la visión del gobierno en el enfoque de los temas de seguridad, 
planteando la necesidad de abordar con mucha fuerza el tema del espacio público y, sobre todo, el de 
la construcción del miedo en la sociedad como un factor clave para una política de seguridad. Lo que 
quiero decir es que no puede haber una política de seguridad que sea consistente y sostenible sobre la 
base creciente del miedo instalado en la sociedad. Por lo tanto, el abordar los factores que generan el 
miedo es algo relevante; algunos de ellos tienen que ver con la existencia objetiva de delitos, pero 
otros con fenómenos del medioambiente, con la situación del territorio, de cómo está determinado 
barrio, generando factores que de alguna manera favorecen conductas más violentas. 


Lo que hizo el programa de Siete Zonas fue identificar, a partir del cruce de información de los 
organismos del Estado, zonas del área metropolitana —definidas como áreas aproximadas a 
barrios, microcomunidades de alrededor de unas diez o doce manzanas por diez o doce manzanas, 
comunidades donde viven, en promedio, cuatro mil quinientas o cinco mil personas— en las que hubiera 
necesidad de hacer fuertes procesos de intervención social. El epicentro y el origen de este proceso de 
reflexión de alguna manera se dio como desencadenante el día 15 de octubre del 2012, fecha en que 
hubo un incidente muy importante en el barrio Marconi a partir de un procedimiento policial. Eso generó 
una respuesta policial y, a su vez, de hecho produjo e instaló en la población de esa zona una 
inestabilidad muy fuerte. A partir de ese proceso se aceleraron los movimientos para diseñar 
programas de intervención que fueran globales en esas zonas. 


Básicamente, en el área de Montevideo se definieron cuatro modelos de intervención. Uno fue 
en la zona de Tres Ombúes; otro en el barrio Ituzaingó, en el epicentro de lo que se denominan las 
Siete Manzanas; otro en el barrio Marconi, y otro en Chacarita de los Padres. Con relación a cada uno 
de estos modelos de intervención -también les vamos a dejar este material—, este programa tiene once 
objetivos de intervención en cada uno de esos territorios. Hay un conjunto de metas basadas en varios 
pilares: la mejor focalización de los programas sociales en esas zonas y el uso intensivo de los 
programas sociales en esos barrios. Muchas veces, más que problemas de acceso a los servicios 
sociales, en muchas de esas zonas lo que hay es un problema de uso de servicios sociales. Es decir, 
no es que la policlínica no esté presente, sino que las personas no usan esos servicios y, entonces, 
luego nos enfrentamos a indicadores que muestran que madres adolescentes no controlan su 
embarazo, aunque el servicio de salud se encuentre cerca. A diferencia de lo que pasa en otros 
ámbitos, no siempre es un problema de falta de cobertura de los servicios —aunque en muchos casos 
existen problemas de cobertura—, sino de uso sistemático de los mismos. Por ejemplo, los niveles de 
deserción en el ciclo básico tienen que ver con eso. Hay una deserción muy relevante de los servicios 
del sistema educativo en algunas de estas zonas de la periferia. En los liceos públicos de Montevideo 
hay un fracaso del 40 % en primer año y en alguno de los barrios mencionados llega al 60 % o 65 %. 
Por lo tanto, tenemos un problema en ese pilar. 


Asimismo, hay un conjunto de indicadores relativos a la infraestructura urbana y a los temas 
ambientales, basados en el enfoque de la prevención situacional, es decir, la mejora de los sistemas de 
alumbrado, la mejora de la infraestructura pública en el lugar, la mejora de los sistemas de recolección 
de residuos, eliminando aspectos medioambientales que, de alguna manera, favorecen situaciones de 
escaso uso de los espacios públicos. 


En tercer lugar, nos encontramos con componentes que tienen que ver con la intervención 
policial efectiva en esas zonas. 


A partir de eso, hay once objetivos que no voy a enumerar ahora porque están planteados en 
el documento que les vamos a dejar. 


Les trajimos dos modelos de intervención. En algún caso se ha avanzado en más de un 80 % 
en los procesos de infraestructura y, en otros, se ha finalizado. En el barrio Marconi se tomó un área 
específica. Dentro de la zona del barrio Marconi se identificó una zona de alta prioridad y se cruzó 
información de manera sistemática, casi manzana por manzana, con todos los servicios de información 
del Estado, tratando de obtener un diagnóstico social específico de esas zonas. Eso se hizo para unas 
80 zonas en toda el área metropolitana. Se cruzó la información social de cada una de esas 80 zonas 
con la información de los sistemas de información del Ministerio del Interior que identifican zonas de 
mayor ocurrencia de delitos y, a partir de esos cruces, se identificaron zonas de alta prioridad. Luego, a 
partir de esas zonas de alta prioridad se identificaron estas primeras siete zonas para intervenir con un 
proceso de focalización muy fuerte y con el uso sistemático del cruce de información del Estado para 
tener una mejor calidad en el diseño inicial y, a su vez, en la evaluación de esas políticas. 


SEÑOR AGAZZ!.- Toda la lógica de la presentación, la utilización de información y su sistematización 
para luego convertirla en acciones con cierta filosofía del territorio, parecen acciones realizadas desde 
la parte de la sociedad que quiere llevar adelante modificaciones en la conducta de los ciudadanos que 
viven en ese territorio, pero desde afuera. Entonces, por más información que se tenga, por más que 
se mejore la infraestructura, por más que se presione para formalizar, por más que la gente participe en 


los programas sociales, si se hace desde afuera, esa gente, ¿por qué va a cambiar? ¿Lo va a hacer 
porque alguien venga y se lo diga? Ese es el grave problema que se está teniendo en las 
intervenciones en las favelas de Río de Janeiro. ¿Cómo se hace para que la parte «decente» de la 
sociedad —perdón que utilice este término, pero no encuentro un término social más adecuado- que les 
quiere transformar la vida para que en esa zona haya una mejor convivencia o menos delito, lo logre, si 
los que viven allí se abroquelan y ellos mismos no sienten la necesidad de esta transformación? 
Quizás estoy haciendo un planteo más educativo o sociológico que la acción policial. Pero me parece 
muy importante escuchar una reflexión sobre cómo utilizar los recursos de la sociedad de manera de 
lograr una transformación tal que la gente no rechace porque no lo siente como propio. 


SEÑOR LEAL.- La experiencia que hemos tenido en las zonas de intervención indica que la 
identificación que hacemos en base a información sistemática es acompañada por procesos de 
discusión con organizaciones locales —aquí vinculo el tema de las mesas con este modelo de 
intervención—, y en ese sentido la apropiación que ha habido de las intervenciones urbanas —en 
particular en estas zonas— ha sido altísima. 


A continuación voy a responder al señor Senador, pero permítame avanzar en mi exposición 
para poder llegar al caso del barrio Marconi. El modelo de intervención en esta zona tiene tres pilares: 
un enfoque social —mejorar los programas sociales, la eficiencia y eficacia en ese territorio—; un 
enfoque del pilar urbano de modificación —reconfiguración urbana, acciones definidas como acupuntura 
urbana, en el sentido de que la transformación en determinados puntos favorezca los procesos 
virtuosos en esa zona-—; y un enfoque policial. 


En el barrio Marconi definimos, desde el punto de vista urbano, la recuperación de todo ese 
lugar —la línea de la costanera que se ve en la diapositiva—, porque es el centro del barrio y además 
hay una zona en particular, que es la plaza —que se inauguró hace relativamente poco tiempo-, en la 
que se invirtió casi un millón de dólares. Cuando se diseñó la plaza, la Comisión del barrio y los 
vecinos discutieron e incidieron bastante en su proyecto. La empresa que llevó adelante su 
construcción dijo públicamente —en una entrevista que le hicieron hace poco en televisión, cuando se 
inauguró— que en esta obra, que la han tenido en los últimos tres años, no se han visto enfrentados a 
ninguna dificultad de vandalismo durante todo su proceso. Esto se ha repetido en los otros lugares en 
donde también se ha contado con esa infraestructura. 


Por ejemplo, en diciembre de 2013, cuando se inauguró la plaza Casavalle —que tiene uno de 
los mayores usos intensivos— todos decían que iban a romperla, que era gastar dinero en una zona en 
donde que no iban a cuidar, pero sin embargo ese no fue el caso. 


La plaza Tres Ombúes -la veremos a continuación— tiene la primera cancha pública de 
césped sintético, se inauguró hace alrededor de diez meses y cuenta con un centro cívico, está en 
perfectas condiciones. Es decir que ese tipo de intervenciones que tienen que estar científicamente 
diseñadas y adheridas culturalmente al proceso de discusión con la comunidad son, de alguna manera, 
sostenibles. La experiencia muestra que hay mucho más vandalismo en los espacios públicos de las 
zonas costeras que en las últimas intervenciones que se han hecho en estos barrios. 


SEÑOR GARCÍA.- Cuando el sociólogo Leal dice «nosotros construimos», ¿se refiere al Ministerio del 
Interior o a la Intendencia de Montevideo? ¿Con el presupuesto de qué entidad se construyó? 


SEÑOR LEAL.- El plan 7 Zonas tiene un nivel de implementación de varios agentes. En él están 
involucrados los Ministerios del Interior, de Desarrollo Social, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, de Salud Pública y de Educación y Cultura, y las Intendencias, en este caso la 
Intendencia de Montevideo. El plan es para cuatro zonas; hay otras tres zonas que son de Canelones. 
También hubo esfuerzos múltiples de otros organismos, como por ejemplo de UTE, que aportó 
recursos para los planes de iluminación. 


Cuando digo «nosotros construimos» me refiero al programa. Cada línea de acción en 
particular tiene —podemos hacer llegar esa información— rubros específicos que son asignados y 
ejecutados por cada Ministerio. No se creó un megaprograma sino que se diseñó un plan en torno a 


una problemática y a un área determinada. A partir de ahí se derivaron y enfocaron los recursos y 
esfuerzos de un conjunto de organismos. En algunos de esos casos hay recursos que son municipales 
y otros del gobierno central. 


A modo de ejemplo, en la zona Tres Ombúes se llevó a cabo el mismo procedimiento con un 
conjunto de acciones. Inicialmente se diseñó la plaza que tiene los tres ombúes que identifican al 
barrio. Era un campito en el que se logró construir una importante infraestructura. En las diferentes 
imágenes se puede observar el centro cívico que se instaló en ese lugar y la cancha de césped 
sintético, además de la vista aérea de la plaza. En esa zona también se realizó un conjunto de obras 
de vialidad para mejorar el tránsito y la vida cotidiana de la personas, pero con un enfoque de 
seguridad integral que implementamos. Desde el Ministerio del Interior estamos promoviendo que otros 
organismos también aborden planes estratégicos para mejorar la seguridad de determinadas zonas. 


Efectivamente, los indicadores de seguridad en esta zona mejoraron: se instalaron 178 focos 
de iluminación, y en la zona se Marconi se instalaron 194. En ninguna de esas dos zonas los focos 
fueron objeto de vandalismo. 


Aquí se instaló la idea de que los sectores sociales más pobres de la periferia están poco 
menos que en una guerra abierta contra el resto de la sociedad y que no toman en cuenta ni valoran el 
esfuerzo que hace el Estado para mejorar las condiciones de vida. La experiencia que hemos tenido no 
es esa, lo que no quiere decir que en esos territorios no existan situaciones donde no haya una disputa 
por la legitimidad de la autoridad del Estado. Ese también es un dato objetivo. 


Ese proceso de disputa por la legitimidad de la autoridad del Estado se da en un abanico 
amplio de situaciones, no solamente en el componente de seguridad. Es decir, cuando en los centros 
educativos suceden ciertos episodios en el vínculo entre los padres y los docentes, se está poniendo 
en juego la autoridad del Estado, representada en este caso por un maestro o un profesor, para 
plantear cierta ecuación de convivencia y determinadas reglas de comportamiento. Desafiar eso es 
parte de un proceso que en muchos lugares también se ve en otros ámbitos. 


Nos parece clave esta apuesta a la reconfiguración urbana que impulsó el Ministerio del 
Interior en los últimos años y que nosotros vamos a promover con muchísima fuerza en este período 
que se está iniciando. ¿Por qué? Porque estamos convencidos de que el abordaje de los problemas de 
seguridad en el espacio público debe originar políticas que vayan de la mano en ese sentido. Ojalá que 
esta Comisión sea un ámbito donde distintos actores vinculados al tema logren nutrir de reflexión el 
diseño de esas políticas. De hecho, en la nueva metodología —personalmente, hace unos diez días que 
estoy a cargo del componente de las mesas locales en el Ministerio; antes era responsable de otras 
áreas vinculadas a los componentes del plan Siete Zonas y de acciones relacionadas con el uso del 
espacio público en términos generales—, incluso en la planificación de la estrategia de prevención 
situacional vamos a incorporar fuertemente a la Facultad de Arquitectura. Con sus representantes 
trataremos de abordar la identificación, en algunas zonas de la ciudad y del área metropolitana, de 
respuestas de carácter urbano o de diseños urbanos que permitan paliar la ocurrencia de fenómenos 
delictivos en esas zonas. 


SEÑOR LEYES..- Me permito interrumpir para mencionar que un caso particular que muestra el interés 
del Ministerio en prestar atención a los vecinos fue el de la plaza Tres Ombúes. En ese caso la 
arquitecta no estaba de acuerdo con el único mirador que ahora tiene la plaza porque encarecía el 
costo de la obra, pero los vecinos insistían en su construcción. Tanto es así que se pidió a la arquitecta 
que le prestara atención y tuvo que armarlo en función de los vecinos, pues no estaba en el diseño 
inicial. Como corolario, la arquitecta preguntó: ¿para qué quieren el mirador? El día que se inauguró la 
plaza junto con la arquitecta, ella dijo: «Sí, la verdad es que querían un mirador porque de acá pueden 
ver el Cerro». A ese tipo de trabajo con la comunidad es que se apunta. Ese es el ejemplo 
emblemático. 


Como en todos los casos, hay organizaciones más fuertes en algunos lugares y más débiles 
en otros, pero siempre se ha intentado arreglar y adaptarse en definitiva a las zonas, y no a caer desde 
afuera con el programa. O sea, este tenía cierto diseño, pero no era cerrado. Eso hace partícipes a 
cada una de las zonas que se integraron. 


SEÑOR LEAL.- Voy a hacer referencia al tercer pilar. 


En este enfoque de ubicar al espacio público como un factor relevante en el abordaje de los 
problemas de convivencia y seguridad, esta área tiene a su cargo el monitoreo de la situación de la 
ocupación indebida de los espacios públicos. A partir de la Estrategia por la Vida y la Convivencia, el 
Ministerio impulsó un conjunto de reformas normativas, entre ellas la Ley de Faltas y Conservación de 
los Espacios Públicos, que tiene un capítulo referido a las faltas vinculadas al espacio público. Esto se 
relaciona con esta reflexión que les he planteado sobre la importancia de que se aborde una política de 
seguridad para el espacio público. 


Particularmente, en el área metropolitana del país —aunque este problema también existe en 
algunas capitales departamentales—- es donde se produce el uso y la ocupación indebida de los 
espacios públicos. 


El Ministerio del Interior comenzó a aplicar la ley y queremos presentarles alguna información 
del monitoreo que hicimos en el período comprendido entre el 20 de setiembre de 2013 —cuando 
comienza la implementación- y el 28 de febrero de 2015; también tenemos algún dato cerrado al mes 
de julio de este año. 


Esta ley establece que el espacio público tiene que ser de privilegio para el uso de la 
comunidad y habilita un marco normativo aplicable para el desalojo de las personas que estén 
instaladas allí. En el período que va desde el 20 de setiembre de 2013 al 28 de febrero de 2015 en 
Montevideo se realizaron 5957 intervenciones. Aclaro que no se trata de 5957 personas porque hay 
intervenciones que se dan sobre las mismas personas, que son desalojadas más de una vez. El 
Ministerio cuenta con un equipo especial que lo hace es abordar a las personas que están en situación 
de calle o que se han instalado con una carpa en la calle. El procedimiento es sacarlos del lugar, 
llevarlos a una revisión médica por parte de un equipo de ASSE y, posteriormente, se los traslada a 
una unidad del Mides, que tiene la obligación de ofrecerles una alternativa a esa forma de vida. La 
tercera vez que la persona es conducida por este procedimiento se da cuenta al juez, que lo cita y le 
aplica una sanción de entre 7 y 30 días de trabajo comunitario. Si la persona se niega a hacer el 
trabajo comunitario esos días se cumplen en prisión. Esto es lo que plantea la norma. 


En el espacio público había una dificultad; por algo hay este volumen de impacto en las 
intervenciones que al 28 de febrero implicaron 2442 personas identificadas que fueron trasladadas en 
5957 ocasiones. Por lo tanto, hay personas que fueron llevadas 2, 3, 4, 5 y 6 veces. Esas 2442 
personas están identificadas a través del Sistema de Gestión de Seguridad Pública; tienen una ficha, 
una anotación, de acuerdo a lo que marca la ley, y han sido derivadas al Ministerio de Desarrollo 
Social. 


Las zonas de Montevideo con mayores intervenciones están marcadas en color rojo y se 
corresponden con las Seccionales 9? y 3?. 


De este conjunto de personas, el 53% ha sido conducido a través de este mecanismo una 
sola vez; un 16% lo fue dos veces; un 10% lo fue tres veces y el resto lo fue cuatro o más veces. 
Algunas personas fueron conducidas innumerable cantidad de veces. 


El perfil de las personas que hemos conducido a los refugios y al sistema del Mides 
corresponde a una población joven, donde el 90% son hombres. La edad promedio es de 35 años; 
quizá sea un poco menos porque, en realidad, seis de cada diez son menores de 35 años. De esta 
población que ha sido conducida a los refugios del Mides por estar en situación de calle, un 47% posee 
antecedentes penales, es decir que ha estado presa por la comisión de distintos tipos de delitos, pero 
particularmente, y en orden: por hurto, rapiña o lesiones graves. 


Se ha identificado un total de 22 extranjeros viviendo en situación de calle, de las cuales 7 
eran argentinos, 2 brasileños, 2 chilenos, 4 colombianos, españoles, hondureños, peruanos e, incluso, 
hasta una ciudadana estadounidense. 


A junio de este año llevamos identificadas 2590 personas. 


Insisto en que estas son personas que se instalan en la calle en forma ocasional o periódica 
y que no necesariamente viven allí de manera permanente. 


Desde el punto de vista de la visión general que hemos planteado, del enfoque respecto al 
uso del espacio público en clave de seguridad y convivencia, así como desde la óptica de un enfoque 
previo como cuestión de derechos humanos, consideramos que no es digno que haya personas que 
estén viviendo en la calle y que ello no constituye una opción de libertad. En realidad, las personas que 
toman esta decisión lo hacen como resultado de un proceso de exclusión persistente y, muchas veces, 
por la ruptura con sus vínculos sociales. La sociedad no puede naturalizar la situación de que haya 
gente viviendo en la calle y pensar: «Si quieren hacerlo, que lo hagan». Nos parece que romper esa 
lógica es clave en un enfoque de derechos humanos. 


Creemos que, como enfoque de abordaje social, lo primero que debemos hacer es tratar de 
invertir el patrón de razonamiento: no se trata de un problema de libertad sino de derechos. En nombre 
del ejercicio de la libertad muchas de esas personas no ejercen una libertad individual sino que sufren 
una alienación. Es bastante claro que la opción de vivir en la calle un día como el de hoy no es 
razonable ni algo que como sociedad moderna podamos aceptar pasivamente. Dicho esto desde el 
enfoque de los derechos humanos, debemos decir que en cuanto a la convivencia y a la seguridad, la 
ocupación del espacio público suma un problema adicional porque implica la instalación de procesos 
de degradación, de vandalismo, de no uso y de repliegue de estos espacios por parte de los 
ciudadanos, como consecuencia de la apropiación individual e indebida, aunque sea por parte de 
personas excluidas y pobres. Creo que esto debemos tenerlo claro filosóficamente, es decir, que el 
hecho de que se trate de personas pobres y excluidas no puede significar que dejemos de ver que se 
está produciendo un proceso de apropiación del espacio público que, obviamente, es de todos. Por lo 
tanto, debemos tener un encuadre diferente en el modelo de intervención. 


SEÑOR GARCÍA.- Me parece muy interesante todo lo que se ha dicho, pero con respecto a la última 
reflexión, que comparto, debo decir que considero que en todas las sociedades los individuos tienen 
derechos, deberes y responsabilidades y que todo esto va de la mano de los espacios que dejó el 
Estado en el ejercicio de las suyas. En definitiva, esta apropiación de los espacios sucede porque el 
Estado no se ha hecho presente para garantizar que los espacios públicos lo sigan siendo y que no se 
transformen en privados porque ciertas personas consideran que les son propios. Comparto 
plenamente lo que se ha dicho, pero reitero que en buena medida eso ha sucedido porque el Estado 
falló a la hora de garantizar que los espacios públicos realmente lo sean. 


SEÑOR LEAL.- Con esto terminamos la presentación, que espero haya sido clara. Como resumen, 
quisiera decir que en este momento el programa de convivencia y seguridad pública del Ministerio tiene 
cuatro pilares. Uno de ellos es el desarrollo de las mesas locales, otro los programas de intervención 
en zonas de alta vulnerabilidad y exclusión —se toma como modelo el programa 7 Zonas que, a su vez, 
se basa en tres pilares que son la reforma urbana, la mejora de la focalización de los servicios sociales 
y la mejora de los sistemas de patrullaje y el policiamiento de la comunidad-, el tercero es el monitoreo 
del uso del espacio público en el país, en particular en el área metropolitana, porque ahí es donde se 
centra el principal problema de vandalismo y de uso indebido del espacio público, y el cuarto pilar del 
programa sería el abordaje de la relación y el vínculo estratégico con los centros educativos. Esto 
último, como dije hace un momento, se planifica en el entendido de que estos centros son las 
dependencias públicas con mayor flujo diario de entrada y salida de usuarios de los mismos como de 
personas de referencia como, por ejemplo, los padres que van a buscar a sus hijos, sobre todo en las 
escuelas, y los profesores que se movilizan en torno a todo el sistema educativo. Esto hace que allí se 
produzca una afluencia muy grande de personas en el espacio público. Si uno lograra mapear el 
movimiento en la ciudad —hemos hecho algún ejercicio en este sentido— en las horas pico de entrada y 
salida de los turnos escolares, podría ver que allí se concentran los picos delictivos, sobre todo los 
hurtos y rapiñas. Por lo tanto, nos parece que poner el enfoque en la seguridad, teniendo en cuenta 
esta óptica, permite una visión integral y moderna del tema de acuerdo con lo que se hace en otras 
partes del mundo y, además, desafía a que los niveles delictivos en nuestro país vayan descendiendo. 


Agradezco muchísimo el tiempo dispensado y, obviamente, quedo a las órdenes para todas 
las preguntas y consultas que deseen formular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero saber si van a dejar el material a la Comisión. 
SEÑOR LEAL .- Sí, por supuesto. 


SEÑOR GARCÍA.- La señora Presidenta me allanó una parte de mi intervención, porque era un pedido 
que les iba a hacer a los invitados, debido a que es un tema muy interesante pero muy denso —dicho 
esto en el sentido positivo de la palabra— para asumir en una Comisión. 


Sería conveniente, señora Presidenta, invitar en una próxima instancia, cuando la Comisión 
pueda, al Observatorio de Criminalidad —que está a cargo del sociólogo Javier Donnángelo—, porque 
sería interesante poder evaluar un planteo lógico —con una línea y un rumbo para atacar un problema 
muy importante como el de la inseguridad y el de elementos que lastiman la convivencia ciudadana— 
con los resultados que va teniendo. En cierta medida, podemos ir evaluando, por más que esto sea un 
proceso, para ver cómo estamos desde que empezamos a trabajar en esto, porque debe haber 
muchas cosas —como dijo el sociólogo Leal— que todavía se están por hacer o están planteadas que se 
van a hacer. Entonces, me parece bueno hacer un seguimiento del trabajo que se viene haciendo con 
el objetivo de terminar el círculo entero. De esa forma, podremos decir: «Empezamos a trabajar en esto 
con esta estrategia en el plan 7 zonas, el impacto que tenemos en materia de seguridad es tal o cual». 


En cuanto a los impactos de convivencia, a partir de la primera presentación, en un primer 
pantallazo podemos ver cómo es la situación, porque conocemos muy bien Montevideo. Recién le 
comentaba al señor Senador Besozzi con respecto a estos espacios públicos que se han creado que, 
por ejemplo, en la Plaza Marconi, donde está la calle Artagaveytia, debe ser una de las imágenes más 
duras que se puedan ver, porque difícilmente haya carencias llevadas a ese extremo. 


En cuanto a la seguridad, que es la otra pata importante, si no vemos los números, es muy 
difícil de asimilar. En este sentido, creo que no solo se puede invitar a la gente de criminalidad, sino 
también a los visitantes a que concurran —no tendría ningún problema en hacerlo—, pero quiero que el 
planteo sea holístico. 


SEÑOR AGAZZI.- Fue muy interesante la presentación, muy densa en cuanto a conceptos y llena de 
muy buenas intenciones. En realidad, da la sensación de que es un planteo que se está construyendo, 
se está mirando la experiencia internacional y se están buscando los fundamentos técnicos. 


Quiero hacer un comentario sobre esta presentación. Se plantea esto a raíz de los delitos 
que hay en la sociedad, porque muchos de los componentes que tiene son para construir ciudadanía y 
no están vinculados a los delitos, sino a los derechos de los ciudadanos. Quiere decir que gran parte 
de estas cosas deberíamos hacerlas aunque no haya delitos. Un derivado de la exclusión y de esa 
cultura de gueto que se construye en esos ámbitos es la delincuencia, aunque no es el único, porque 
hay otros que, quizá socialmente no son tan lesivos para el resto de la ciudadanía, pero a los que viven 
ahí no les da perspectiva de vida. 


En una oportunidad futura sería bueno, con todas las buenas intenciones que esto tiene, ver 
cómo van a ser los mecanismos de evaluación en todos los órdenes. Uno de estos mecanismos es la 
delictividad, pero habría que medir otras cosas que están en la causa de los delitos, porque este es el 
último resultado de una vida degradada, pero hay otros que están antes, que van camino a los delitos. 


En definitiva, siento que se está construyendo, y me parece que tener una evaluación 
continua de esto es estratégico, porque tenemos que saber cómo evoluciona y cómo vamos 
mejorando. Esto es simplemente un comentario, porque en realidad me motivó mucho la seriedad de la 
presentación. 


SEÑOR BESOZZI.- Ante todo quiero pedir disculpas a la Comisión y a los invitados por haber llegado 
tarde. 


Creo que esto es una parte, y más que interesante. Voy a transmitir algunas experiencias 
que empiezan a dar resultados, pero lógicamente tienen que ir acompañadas de otras medidas que 
hay que ir observando en el tiempo. Si se logra que en los barrios más complicados, que no siempre 
son los más humildes, tomen como suyos este tipo de programas, ahí es donde se empieza a ganar la 
batalla. 


Y aquí surge la pregunta del señor Senador Agazzi: si nos parece que la gente quiere tomar 
estos programas. Creo que la alta mayoría de los pobladores de cualquiera de estos barrios quiere 
tomar el programa para resolver el problema. El tema es que sea inclusivo y que ellos realmente 
sientan que son parte. Si uno quiere desembarcar allí, no hay duda de que no va a obtener ningún 
resultado, pero cuando se hace inclusivo, creo que sí. Además, todo esto es parte de la situación de 
inseguridad que tiene la gente y del miedo que está instalado en la sociedad. Por lo tanto, hay que 
trabajar sobre eso. 


En definitiva, me parece que es un trabajo que hay que seguir y en el que hay que 
profundizar, y que puede dar su resultado siempre y cuando sea acompañado de otro tipo de medidas 
que también hagan a la seguridad del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En su momento asumí la responsabilidad de hacer esta invitación, porque el 
enfoque que entendimos le íbamos a dar a esta Comisión era de seguridad y convivencia ciudadana. Y 
hoy confirmo que es una buena idea empezar a abrir la cancha a los distintos actores que están 
involucrados en este tema. 


Creo que vamos a tener que repasar, en el material que nos van a dejar, un conjunto de 
conceptos que son muy importantes. Algunos incorporan, incluso, una metodología de avance en el 
trabajo que comenzó con la Estrategia por la Vida y la Convivencia. Tenemos que repasar por qué se 
eligieron las siete zonas. No fue porque sí; no se jugó a la ruleta, sino que hubo una lógica que tiene 
que ver con muchos factores que coadyuvaron a determinar esa identificación de barrios o de zonas. 


Pero también quería incorporar algunos elementos breves con respecto a cómo ese trabajo 
que tiene que ver con lo social, con lo urbano, con lo policial, se junta, potencia algunas cosas, hace 
conocer algunas otras y determina también lógicas de trabajo. Aquí se mencionaba el tema del mirador, 
que fue un reclamo de un barrio, que no era comprendido, tal vez, desde la intervención urbana que se 
pretendía realizar, pero que terminó siendo un factor importante para esa comunidad que no se 
visualizaba desde afuera. 


En ese sentido quiero contar alguna experiencia que me tocó vivir en el marco del trabajo en 
el Plan 7 Zonas, en Tres Ombúes, sobre todo en la parte de la Cantera del Zorro. Lo dejo a modo de 
reflexión para seguir trabajando, porque seguramente en esta Comisión más de una vez los vamos a 
invitar, junto con otros actores, para seguir por lo menos en esta línea que nos resulta más que 
compartible. Cuando hicimos la visita correspondiente, cuando hablamos con los vecinos, cuando nos 
aproximamos a los problemas, después tuvimos la instancia de las devoluciones vinculadas al trabajo 
que se venía haciendo desde la institucionalidad. Y en representación de la Cantera del Zorro habló 
una vecina y no pidió una plaza ni que los reasentaran —a pesar de que es un lugar bastante 
complicado para vivir—, sino que pidió que se le diera la denominación de barrio. 


Esa situación me hizo pensar mucho porque habla del sentido de pertenencia a la zona 
donde vive que tiene la gente. Y para esa comunidad era más importante que la Cantera del Zorro 
fuera considerada barrio al hecho de que los realojaran o de que incluso pidieran mejoras para esa 
zona que ellos sentían como barrio. Ellos sentían la necesidad de esa identificación. 


Sin duda, esto tiene que ver con un proceso cultural, es multicausal y, además, digno de ser 
analizado, profundizado. Forma parte de todo lo que aquí se está viendo: que no hay que abordar este 
tipo de situaciones desde un único lugar. El abordaje multidisciplinario, desde distintos actores y desde 


la forma en que se explicó acá —no haciendo un bolsón y que después se entiendan, sino coadyuvando 
y coordinando esfuerzos—, seguramente ayudará a que podamos seguir trabajando no solo en Siete 
Zonas, sino en algunas más. 


Quería agradecerles su presencia en sala; nos han ilustrado mucho. Seguramente, en el 
futuro intercambio que tendremos en este ámbito podremos seguir avanzando. 


Les doy la palabra por si desean realizar algún otro comentario para redondear. Si no, 
estaríamos agradeciéndoles el tiempo que nos han dispensado. 


SEÑOR LEAL.- Agradezco a la señora Presidenta y a los señores Senadores que nos hayan invitado a 
esta Comisión. 


Creo que la exposición que intentamos presentar contenía mucha información porque nos 
parecía que había que aprovechar el momento para hacerla llegar a los señores Senadores. Estamos 
totalmente abiertos para reunirnos en cualquier otro momento o ámbito, para brindarles más 
información e incluso para acompañarlos en la visita a algunos de estos lugares a fin de que vean ín 
situ alguna de estas intervenciones. Pienso que puede ser algo positivo. 


Queremos destacar que intentamos ser muy precisos conceptualmente en la presentación. 
Tal vez por ese motivo la exposición resultó muy densa, y pido disculpas por eso. Deseábamos tener el 
ámbito apropiado para intercambiar el enfoque más conceptual y la filosofía que hay de fondo cuando 
uno implementa alguna de estas estrategias. 


Desde el Ministerio del Interior impulsamos una mirada que incorpora la convivencia y el 
espacio público como factores claves para la seguridad. Creo que entender la lógica del abordaje de 
los temas de seguridad en esa clave es una mirada mucho más integradora, mucho más holística, si se 
quiere llamar así —creo que sí lo es— y, además, nos ayuda a discutir los temas de seguridad que, 
obviamente, a la sociedad le interesan, le importan. Me parece que es relevante que los discuta con un 
nivel de desarrollo de las ideas que puede favorecernos a todos. Considero que lo mejor es poder 
discutir ideas en base a conceptos, a fortalezas teóricas, a miradas comprensivas de cómo uno está 
viendo la situación y no discutir desde una pancarta. Pienso que esa actitud no favorece a nadie: no 
favorece al que está en el gobierno ni al que está en la oposición, que hoy o mañana va a estar en el 
gobierno. La vida es así, por suerte, democrática y amplia. Y en la sociedad, en el barco de la 
sociedad, estamos todos; así que es muy bueno que haya un ámbito en el Senado que tenga como 
foco este tema porque a la sociedad le hacen falta ámbitos de discusión elevados de ideas, de 
problemas de fondo en el país. Creo que este es uno de esos problemas y saludo la invitación que nos 
realizaron. 


Quedamos a las órdenes para evacuar cualquier consulta en el futuro cercano. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos su presencia en la Comisión. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 19:40). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


